P7_TA(2012)0322
Condiciones de trabajo de la mujer en el sector de los servicios 

tc "(A7-0246/2012 - Ponente: Iratxe García Pérez)" \l 3 \n>MERGEFORMAT
Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género
PE487.913
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El Parlamento Europeo,
–
Vistos los artículos 2 y 3, apartado 3, párrafo segundo, del Tratado de la Unión Europea (TUE) y los artículos 8, 153, apartado 1, guión i), y 157 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE),
–
Visto el artículo 23 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,
–
Vista la Comunicación de la Comisión, de 18 de abril de 2012, titulada «Hacia una recuperación generadora de empleo» (COM(2012)0173) y su documento de acompañamiento sobre la explotación del potencial de empleo de los servicios domésticos y personales (SWD(2012)0095),

–
Vista la propuesta de Reglamento de la Comisión, de 6 de octubre de 2011, del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a un Programa de la Unión Europea para el Cambio y la Innovación (COM(2011)0609),
–
Visto el Pacto Europeo por la igualdad de género (2011-2020), adoptado por el Consejo Europeo en marzo de 2011
,
– 
Visto el informe de 2011 de la Comisión sobre la igualdad entre mujeres y hombres en 2010 (SEC(2011)0193),
–
Vista la Comunicación de la Comisión, de 21 de septiembre de 2010, titulada «Estrategia para la igualdad entre hombres y mujeres (2010-2015)» (COM(2010)0491),
–
Vista la propuesta de Decisión del Consejo relativa a «las orientaciones para las políticas de empleo de los Estados miembros – Parte II de las Directrices Integradas Europa 2020» (COM(2010)0193),
–
Vistas las conclusiones del Consejo, de 8 de junio de 2009, sobre «Flexiguridad en tiempos de crisis», 

–
Vista la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios y el mercado interior
, 

–
Vista la Directiva 2006/54/CE, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (refundición)
,
 –
Vista la Directiva 2004/113/CE del Consejo, de 13 de diciembre de 2004, por la que se aplica el principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres al acceso a bienes y servicios y su suministro
,

–
Visto el informe de 2008 de la Fundación Europea para la mejora de las condiciones de vida y de trabajo titulado «Working in Europe: Gender differences», 

–
Visto el informe de 2007 de la Fundación Europea para la mejora de las condiciones de vida y de trabajo titulado «Condiciones de trabajo en la Unión Europea: La perspectiva de género», 

–
Vista la Convención de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979, 

–
Vista su Resolución, de 13 de marzo de 2012, sobre «La igualdad entre mujeres y hombres en la Unión Europea - 2011»
, 

–
Vista su Resolución, de 8 de marzo de 2011, sobre el rostro de la pobreza femenina en la Unión Europea
,
–
Vista su Resolución, de 19 de octubre de 2010, sobre las trabajadoras en situación precaria
,
–
Visto el artículo 48 de su Reglamento,
–
Vistos el informe de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género y la opinión de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales (A7‑0246/2012),
A.
Considerando que muchos países han experimentado un proceso de terciarización de su economía, es decir, que el sector de los servicios acapara la mayor parte del empleo y es el mayor contribuyente al PIB de los países afectados, lo que representa más del 70 % de la actividad económica en la Unión Europea y un porcentaje similar y creciente del empleo total, y considerando que en 2010 en la UE el empleo en el sector de los servicios representó, en promedio, casi el 70 % del empleo total, mientras que el empleo en la industria representó el 25,4 % y el empleo en la agricultura el 5,2 %;

B.
Considerando que en estos momentos 9 de cada 10 puestos de trabajo se generan en el sector de los servicios y que los estudios demuestran que una mayor profundización en el mercado único de los servicios puede ayudar a desbloquear el importante potencial de empleo/puestos de trabajo que la UE necesita urgentemente en estos momentos de crisis;

C.
Considerando que el porcentaje de ocupación femenina es de 62,1 % en comparación con el 75,1 % de empleo masculino, lo que significa que el objetivo principal de la estrategia Europa 2020 de alcanzar un porcentaje de ocupación del 75 % antes de 2020 solo se podrá alcanzar si más mujeres tienen acceso al mercado laboral;

D.
Considerando que la mayor parte de la población activa femenina está empleada en el sector de los servicios y que en la UE en 2010 esta proporción registró una media del 83,1 % frente al 58,1 % de la población activa masculina;

E.
Considerando que las mujeres están desproporcionadamente representadas en el mercado del empleo flexible y a tiempo parcial, en parte a causa de los estereotipos de género aún vigentes en nuestra sociedad que reflejan una imagen de las mujeres en la que su responsabilidad primera es ocuparse de la familia y, por tanto, se las considera más aptas que los hombres para los trabajos temporales, intermitentes o con horarios reducidos o para trabajar desde  el hogar; considerando que las medidas de flexibilidad horaria, incluidos el teletrabajo, el trabajo a tiempo parcial o el trabajo desde el hogar, siguen considerándose en gran medida como un estilo "femenino" de organizar el horario de trabajo;

F.
Considerando que el sector de los servicios ofrece muchas oportunidades para los contratos de trabajo flexible: horario flexible, tiempo parcial y contratos de duración limitada, que, si se escogen libremente, pueden ayudar a los cuidadores de ambos sexos a conciliar el trabajo y los cuidados; considerando que las mujeres recurren en mayor medida al empleo flexible o a tiempo parcial con el fin de conciliar sus obligaciones profesionales y familiares, a pesar de la diferencia de remuneración por hora entre los trabajadores a tiempo parcial y los trabajadores a tiempo completo; y considerando que las mujeres interrumpen con mayor frecuencia su carrera y trabajan menos horas que los hombres, lo que puede alterar la evolución de su carrera y sus perspectivas de promoción social, lo que se traduce también en un historial profesional con menos ingresos;

G.
Considerando que el trabajo precario es una característica persistente del mercado laboral de la Unión Europea, y que las mujeres se ven más afectadas por la precariedad, son discriminadas en términos de remuneración y están más involucradas en los trabajos a tiempo parcial, y, por tanto, están peor remuneradas que los hombres, se benefician menos de la protección social, están más limitadas en cuanto al desarrollo de su carrera profesional y tienen menos oportunidades de independizarse económicamente, lo que las anima a volver al sector privado, con el consiguiente retroceso en el reparto de responsabilidades; considerando que las mujeres representan una gran proporción de los trabajadores en el empleo no declarado que se ocupan principalmente del trabajo doméstico y el cuidado de personas;

H.
Considerando que, en todos los niveles de formación, el porcentaje de hombres que tienen trabajo es mayor que el de mujeres, aunque éstas pueden estar igual o mejor cualificadas que los hombres, considerando sin embargo que sus competencias son a menudo menos valoradas y su avance profesional más lento;

I.
Considerando que las mujeres representan cerca del 60 % de los licenciados universitarios, y, sin embargo, su representación entre los altos funcionarios y en los cargos decisorios en el sector de los servicios es desproporcionadamente baja;

J.
Considerando que las mujeres ocupan a menudo los niveles más bajos de empleo en el sector de los servicios en cuanto a cualificación, remuneración y prestigio y por tanto la precariedad laboral de las mujeres es mucho mayor y se les paga menos que a los hombres;

K.
Considerando que los empresarios a menudo subestiman la contribución de las mujeres a la fuerza laboral, dado que es más probable que interrumpan su carrera con el fin de tener hijos y criarlos;

L.
Considerando que ofrecer a las mujeres mejores oportunidades en su vida profesional debe considerarse un recurso y una inversión para el conjunto de la sociedad, especialmente en el contexto de los actuales cambios demográficos y retos en Europa;

M.
Considerando que las mujeres encuentran mayores dificultades para conciliar la vida laboral y familiar, ya que las responsabilidades asociadas con la vida familiar no siempre son compartidas equitativamente y el cuidado de familiares dependientes recae principalmente en las mujeres, y considerando que lograr un equilibrio entre la vida laboral y familiar ayudaría a desbloquear un importante potencial de empleo para las mujeres y facilitaría una mejor adecuación de las mujeres a los puestos de trabajo disponibles en el sector de los servicios y otros sectores profesionales, lo que aumentaría el crecimiento económico, el empleo y la innovación; considerando, a este respecto, que las políticas gubernamentales que proveen servicios de cuidado de menores y otras personas dependientes constituyen un factor importante para la capacidad de hombres y mujeres a la hora de gestionar las diferentes demandas entre el lugar de trabajo y las actividades de prestación de cuidados;

N.
Considerando que los roles de género tradicionales y los estereotipos siguen teniendo una gran influencia en la división de roles entre mujeres y hombres en el hogar, en el lugar de trabajo y en la sociedad en general, y tienden a perpetuar el statu quo de los obstáculos heredados a la hora de alcanzar la igualdad de género y limitar las opciones de empleo y el desarrollo personal de las mujeres en el sector de los servicios, impidiéndoles realizar su pleno potencial como personas y como agentes económicos;

O.
Considerando que la violencia doméstica, conyugal, económica y sexual contra las mujeres es una violación de los derechos humanos que afecta a todos los estratos sociales, culturales y económicos;

P.
Considerando que la independencia económica de las mujeres es una condición sine qua non para que puedan controlar su trayectoria personal y profesional y plantear opciones reales;

Q.
Considerando que persisten las desigualdades entre hombres y mujeres para el acceso y uso de las nuevas tecnologías e Internet, lo que a menudo provoca una brecha en las capacidades e incluso un «analfabetismo digital», un fenómeno generalmente conocido como «brecha digital de género»;

R.
Considerando que la diferencia de remuneración entre hombres y mujeres por el mismo trabajo o por trabajos de igual valor alcanza uno de los niveles más altos en el sector de los servicios;

1.
Destaca que existe una fuerte segregación horizontal o división sexual del trabajo en el sector de los servicios: cerca de la mitad de de las mujeres con ocupación laboral se concentra en 10 de las 130 profesiones enumeradas en la Clasificación Internacional por Tipo de Profesiones (CITP) de la Organización Internacional del Trabajo (OIT): vendedoras y demostradoras de tiendas y almacenes, personal doméstico, limpiadores, lavanderos y planchadores, trabajadores de cuidados personales y afines, oficinistas, operadores de nivel medio de servicios de administración, personal de limpieza y  restauración, secretarias y operadoras de máquinas de oficina, gerentes/directores de pequeña empresa, profesionales de nivel medio de operaciones financieras y comerciales y personal de enfermería y partería de nivel medio;

2.
Pide a la Comisión que luche contra esta división de género a través de campañas promocionales para estos oficios;

3.
Subraya la importancia de reducir la segregación ocupacional con el fin de reducir la brecha salarial de género, que a menudo es peor para las mujeres empleadas en trabajos predominantemente femeninos que para las mujeres que tienen las mismas cualificaciones pero que están empleadas en otros sectores;

4.
Señala que también se observa una concentración de empleo femenino en el sector público, en el que encontramos un 25 % de la población activa femenina frente a solamente un 17 % de la población activa masculina; destaca que en este sector las mujeres son más vulnerables a la pérdida del empleo por recortes presupuestarios; señala que para alcanzar el objetivo de empleo del 75 % para hombres y mujeres establecido en la estrategia Europa 2020 (la estrategia de crecimiento de la UE), se deben realizar esfuerzos por conseguir que más mujeres trabajen en los sectores público y privado; observa que en un gran número de Estados miembros hay bastantes más médicos mujeres que médicos hombres;

5.
Pide a los Estados miembros que garanticen que el sector público, que se caracteriza por  criterios de reclutamiento y condiciones de promoción transparentes y claros, adopte una actitud ejemplar en materia de igualdad de acceso al empleo en la administración y, en particular, a los puestos de dirección; hace hincapié en la necesidad de introducir normas transparentes para la selección y contratación de trabajadores en el sector privado;

6.
Pide a la Comisión y a los Estados miembros que adopten medidas concretas para una mayor profundización del mercado de los servicios con el fin de desarrollar su importante potencial laboral;

7.
Subraya la importancia de luchar contra los estereotipos y las discriminaciones de género en el sector de los servicios mediante la adopción de políticas activas que puedan reducir las desventajas reales que afectan a las mujeres en dicho sector, en el que se presupone que hay trabajos masculinos y femeninos, y estos últimos se asocian con los trabajos que las mujeres realizan en el ámbito doméstico y se consideran como una prolongación de éstos (confección textil, enseñanza, enfermería, servicios de limpieza, etc.); pide que se otorgue más importancia a la orientación escolar y profesional y que se fomente la igualdad de hombres y mujeres entre los jóvenes con el fin de luchar contra los estereotipos y orientar a las mujeres jóvenes hacia cualificaciones y profesiones en las que están subrepresentadas; observa que la proporción de hombres que acceden a la profesión docente es bastante menor que la de mujeres e insiste en la necesidad de que haya más hombres en la profesión;

8.
Destaca que entre las mujeres que trabajan en el sector de los servicios, hay más mujeres que encuentran un trabajo en el sector social, del cuidado de personas y de las telecomunicaciones, sectores que normalmente exigen menores cualificaciones, gozan de poco reconocimiento social y se corresponden con el papel tradicional de las mujeres en la sociedad, mientras que los hombres dominan los sectores más lucrativos y con más prestigio: la banca y las finanzas;

9.
Señala que las políticas y servicios sociales para las personas mayores, dependientes y niños, incluidas las disposiciones sobre los permisos de maternidad y paternidad y los permisos parentales, son elementos absolutamente necesarios para alcanzar la igualdad de género; observa, por tanto, que mujeres y hombres deben tener la oportunidad de desempeñar un trabajo remunerado, y de tener hijos y una familia, sin que se les prive de su libertad para ejercer totalmente su derecho al trabajo y a la igualdad de oportunidades;

10.
Llama la atención sobre el hecho de que el empleo a tiempo parcial (19,2 % del total del empleo de la UE en 2010) sigue siendo un empleo fundamentalmente femenino; observa que en la UE en 2010 el 31,9 % de la población activa femenina trabajó a tiempo parcial, frente a solo un 8,7 % de la población masculina, es decir, que el 78 % del trabajo a tiempo parcial lo realizan mujeres; señala que en el conjunto de la UE, el 19 % de las mujeres y el 7 % de los hombres tienen un trabajo a tiempo parcial de jornada reducida (menos de 20 horas semanales) y que solo el 3 % de los hombres con edades comprendidas entre los 35 y los 49 años tiene trabajos a tiempo parcial de jornada reducida, frente al 18 % de las mujeres de esa misma franja de edad; señala asimismo que los trabajos a tiempo parcial se encuentran sobre todo en determinados sectores: más del 38 % de los trabajadores a tiempo parcial —tanto de jornada reducida como de jornada media (entre 20 y 34 horas semanales)— trabajan en los sectores de la educación, la salud y los servicios sociales, otros servicios y sectores mayorista y minorista;

11.
Llama la atención sobre la generalización  de la flexibilidad horaria: trabajo en fin de semana, irregularidad e imprevisibilidad de los horarios de trabajo y ampliación de los mismos, y dado que la flexibilidad afecta en mayor medida a los trabajadores a tiempo parcial, en su mayor parte mujeres, supone que un mayor número de mujeres que de hombres sufren variaciones en sus horarios de una semana para otra, lo que hace aún más difícil a las mujeres conciliar vida familiar y laboral, en particular, las madres solteras y las que se ocupan de familiares dependientes; hace hincapié en que los contratos de trabajo deben ser estables y los horarios programados, si bien los horarios pueden ser negociados a petición de la trabajadora con el objetivo de conciliar mejor su vida profesional, familiar y privada; destaca que debe ser el trabajador quien escoja la flexibilidad de horarios, y no la empresa la que la imponga y aplique; rechaza las situaciones de flexibilidad e inseguridad contractual que no contemplan ni la estabilidad ni la creación de una familia;

12.
Recuerda que las medidas de flexibilidad laboral son propias de numerosos empleos de este sector; hace hincapié en que, por un lado, una mayor flexibilidad en las medidas laborales - siempre que sea voluntaria y orientada a las necesidades reales de los trabajadores, y siempre que los trabajadores mantengan el control y la claridad en cuanto a sus horas de trabajo y los regímenes a tiempo parcial - aumenta las posibilidades de las mujeres de participar activamente en el sector de los servicios y es compatible con la conciliación de la vida laboral, familiar y privada, pero que, por otro lado, la flexibilidad puede tener un impacto negativo en los salarios y las pensiones de las mujeres, así como consecuencias negativas para las mujeres en el empleo, tales como la ausencia de contratos formales, seguridad social y seguridad en el empleo; señala que otra consecuencia podría ser que los empresarios no proporcionen unas condiciones de seguridad y salud en el trabajo suficientes;

13.
Subraya la importancia del «trabajo desde el hogar», que cada vez se está poniendo más de moda; señala que más del 90 % de las empresas en Alemania y Suiza dividen la semana laboral de nuevas maneras, valorando al personal por sus horas anuales más que por las semanales, y permitiendo que maridos y esposas compartan los trabajos;

14.
Señala la importancia de garantizar al mismo tiempo unas condiciones de trabajo dignas junto con unos derechos respecto a, entre otras cosas, el salario, la salud y las normas de seguridad, la accesibilidad, las perspectivas profesionales, la formación, la seguridad social sostenible y el aprendizaje permanente;

15.
Observa que en 2010 en la UE la proporción de población activa femenina con contrato de duración limitada ha sido del 14,5 %, ligeramente superior a la masculina, 13 %;

16.
Recuerda, una vez más, que las mujeres ganan en promedio un 16,4 % menos que los hombres en la Unión Europea; señala que las mujeres no perciben el mismo salario en casos en los que ocupan el mismo empleo que los hombres o empleos de igual valor; señala que, en otros casos, no ocupan los mismos empleos, por la persistencia de la segregación ocupacional vertical y horizontal y por la mayor incidencia de los empleos a tiempo parcial; insta, por ello, a los Estados miembros, empresarios y sindicatos, a elaborar y aplicar herramientas de evaluación de puestos específicas y útiles que sirvan para determinar trabajos de igual valor y garantizar, así, la igualdad de salario entre mujeres y hombres, y anima a las empresas a que realicen auditorías anuales sobre igualdad de remuneración, publiquen los datos con la máxima transparencia y reduzcan la brecha salarial de género; hace notar que la brecha salarial de género a menudo provoca una brecha salarial en la jubilación que puede hacer que las mujeres tengan que vivir por debajo del umbral de la pobreza; 

17.
subraya, por tanto, la importancia de hacer cumplir el principio de igualdad de retribución entre mujeres y hombres en el mismo lugar de trabajo, tal como se establece en el artículo 157 del Tratado de Lisboa; recuerda su Resolución, de 24 de mayo de 2012, sobre la aplicación del principio de igualdad de retribución entre trabajadores y trabajadoras para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor
, y reitera su petición para una revisión de la Directiva 2006/54/CE antes del 15 de febrero de 2013, a más tardar;

18.
Observa con preocupación que la inmensa mayoría de los salarios bajos y la práctica totalidad de los salarios muy bajos corresponden al tiempo parcial y que cerca del 80% de los asalariados pobres son mujeres; hace notar que son necesarias medidas concretas para combatir el empleo precario en el sector de los servicios, una situación que afecta especialmente a las mujeres y, por lo tanto, pide a la Comisión y a los Estados miembros que elaboren estrategias de lucha contra el empleo precario;

19.
Denuncia que una práctica discriminatoria bastante habitual consiste en asignar diferentes categorías profesionales para un mismo trabajo o un trabajo de igual valor para hombres y mujeres; por ejemplo, en los servicios de limpieza, los hombres aparecen como técnicos de mantenimiento y las mujeres como auxiliares de limpieza, lo que se utiliza como medio para justificar una retribución más baja del trabajo femenino;

20.
Nota que la elevación del nivel de estudios de las mujeres rara vez ha ido acompañada de su ascenso en la jerarquía laboral ni de la mejora de sus condiciones de empleo, de tal manera que se podría hablar de la existencia de una sobrecualificación en la población femenina;

21.
Señala que, con respecto a la tendencia creciente de contratar mujeres para trabajos de media jornada y la preferencia de los empresarios por invertir en trabajadores con contratos fijos, las mujeres tienen un acceso claramente limitado a un amplio abanico de cursos de formación y reciclaje profesional, lo que disminuye las oportunidades para que se desarrollen profesionalmente;

22.
Destaca la necesidad de que todos los trabajadores del sector de los servicios, prestando atención a los que pertenecen a los grupos más vulnerables, tengan acceso a programas de actualización de capacidades y al aprendizaje permanente a fin de mejorar sus futuras oportunidades en el mercado laboral y reducir el desajuste entre cualificaciones y obligaciones profesionales;

23.
Señala el bajo porcentaje de participación de las mujeres en la formación profesional dentro del ámbito de la formación permanente en el sector de los servicios, y pide a los Estados miembros que emprendan acciones en este sentido;

24.
Destaca la necesidad de aumentar la capacitación en el caso de los trabajadores de más edad y de los padres que regresan al mercado laboral después de un tiempo dedicado a cuidar a hijos o familiares dependientes;

25.
Señala que en 2010 solo uno de cada siete miembros de los consejos de administración de las empresas europeas más importantes era mujer (13,7 %) y que solo un 3,4 % de los consejos de administración de las empresas más grandes estaban presididos por una mujer; 

26.
Señala la importancia de trabajar para que haya más mujeres en el sector de la investigación y hace hincapié en que las mujeres pueden desempeñar un papel decisivo en el desarrollo de sistemas nuevos e innovadores y de nuevos productos y servicios en el sector de los servicios, en particular, porque, a pesar de que las mujeres son responsables del 80 % de las decisiones de compra del mundo, la mayoría de los productos son diseñados por hombres, incluyendo el 90 % de los productos técnicos; considera que una participación mayor de las mujeres en los procesos innovadores abriría nuevos mercados y aumentaría la competitividad; considera también que los servicios innovadores son esenciales para hacer  frente a los retos del futuro, en particular, la creciente demanda de servicios de bienestar de una población que envejece, y pueden crear mejores oportunidades para que las personas vivan y trabajen en las ciudades, pueblos y zonas rurales de toda la Unión, mediante la provisión de buenas comunicaciones y servicios comerciales;

27.
Subraya el hecho de que, como muchas mujeres siguen escogiendo su formación en el sector de los servicios, en el que han adquirido su experiencia comercial y su conocimiento del mundo empresarial, hay un amplio margen y un gran potencial para la iniciativa empresarial femenina; considera que para que los esfuerzos por aumentar el espíritu empresarial y la empresa entre las mujeres sea efectivo, es necesario que en el sector productivo se den condiciones equivalentes a las del sector de los servicios; a este respecto, acoge con satisfacción la propuesta de ampliar la microfinanciación como un eje específico del Programa para el Cambio Social y la Innovación, pone de relieve la importancia de la microfinanciación como un instrumento de apoyo a las mujeres empresarias y a las personas que están en una posición laboral vulnerable en el sector de los servicios, y acoge favorablemente la Comunicación de la Comisión titulada «Iniciativa en favor del emprendimiento social» (COM(2011)0682), porque las mujeres en particular, están comenzando a trabajar en el sector de las empresas sociales;

28.
Observa que en el sector de los servicios las mujeres en puestos de dirección tienden a concentrarse en sectores como la distribución al por menor o la hostelería, aunque avanzan posiciones en sectores menos tradicionales como los seguros o la banca y que, en la mayor parte de los casos, las mujeres son gerentes de pequeñas empresas o empresas sin asalariados; observa también que en las organizaciones de grandes dimensiones las mujeres normalmente solo alcanzan puestos de alta dirección en los ámbitos menos relevantes de la empresa, como los recursos humanos y los puestos administrativos; anima a las empresas a poner a disposición de los subalternos formación periódica y a implementar programas efectivos de apoyo a la maternidad, la paternidad y la crianza de los hijos;

29.
Pide que se ponga fin al techo de cristal que existe en la administración que impide a las mujeres alcanzar puestos de gran responsabilidad; observa que el sector público debe desempeñar un papel ejemplar en este ámbito;

30.
Hace hincapié en que la proporción de mujeres es mayor que la de hombres en la economía sumergida del sector de los servicios, en parte porque los sectores en los que tradicionalmente se insertan las mujeres como el servicio doméstico, los cuidados a personas, etc., se caracterizan por una mayor desregulación; señala, por otra parte, que la economía sumergida ha aumentado como resultado de la crisis, aunque resulta muy difícil determinar sus contornos particulares al no existir datos fiables sobre su incidencia y peso; 

31.
Acoge con satisfacción el documento de trabajo de la Encuesta  Anual de Crecimiento titulado «Sobre la utilización del potencial de empleo de los servicios personales y del hogar» e insta a los Estados miembros, los interlocutores sociales y todas las demás partes interesadas, a aceptar activamente la invitación de la Comisión para iniciar un debate sobre esta cuestión;.

32.
Hace un llamamiento a los Estados miembros para que desarrollen políticas para convertir a los trabajadores precarios de la economía sumergida en trabajadores regulares, introduciendo, por ejemplo, beneficios fiscales y vales de servicio; pide el desarrollo de un programa destinado a concienciar a los trabajadores del sector servicios sobre sus derechos y a promover la organización de dichos trabajadores; pide iniciativas destinadas a los empresarios y al público en general para que sean más conscientes de los efectos e impactos negativos del trabajo precario irregular, incluida la seguridad y la salud ocupacional;

33.
Hace un llamamiento a la Comisión para que encargue un estudio independiente sobre los efectos de la liberalización del sector de los servicios domésticos de cuidado de personas sobre la posición y las condiciones de los asalariados;

34.
Muestra su preocupación por la situación de las trabajadoras inmigrantes y no declaradas en el sector de los servicios, en particular las que están empleados en hogares privados, que en su gran mayoría trabajan sin contrato en empleos precarios y en el servicio doméstico con pésimas condiciones laborales, salarios sustancialmente más bajos que los trabajadores declarados y sin derechos sociales de ningún tipo; subraya, por tanto, la necesidad de crear políticas adecuadas para garantizar que las trabajadoras migrantes disfrutan de los derechos humanos básicos, incluidos el derecho a la asistencia sanitaria, a condiciones laborales justas, a la educación y a la formación, a la integridad física y moral y a la igualdad ante la Ley; pide a los Estados miembros que revisen las políticas y prácticas nacionales con el fin de poner un mayor énfasis en las prácticas de contratación, el acceso a la información y la protección de los derechos humanos, y que alienten a los trabajadores a que denuncien las condiciones de trabajo abusivas, sin que ello afecte a su situación de residencia;

35.
Alienta a los Estados miembros a que ratifiquen sin demora el Convenio n° 189 de la Organización Internacional del Trabajo sobre los trabajadores domésticos, aprobado por la organización tripartita en 2011 con el fin de garantizar condiciones laborales dignas para los trabajadores domésticos y los mismos derechos laborales básicos de los que disfrutan el resto de los trabajadores y apoyar el desarrollo de un sector formal del servicio doméstico y de los cuidados de personas;

36.
Pide a los Estados miembros que estudien la posibilidad de introducir un régimen especial para el personal y el sector de los servicios del hogar con el fin de regularizar el fenómeno generalizado del trabajo no declarado - que afecta especialmente a las mujeres - y con ello garantizar condiciones dignas de trabajo; pide a los Estados miembros que informen sobre sus esfuerzos de lucha contra el trabajo no declarado en sus programas nacionales de reforma presentados en el marco de la Estrategia Europa 2020;

37.
Pide a los Estados miembros que adopten políticas de integración en el mercado laboral de los trabajadores vulnerables, en especial para los trabajadores con bajas cualificaciones, los desempleados, los trabajadores jóvenes y de edad avanzada, las personas con discapacidad, las personas con enfermedades psíquicas y los grupos minoritarios, como los inmigrantes y personas de etnia romaní, a través de programas de orientación profesional, formación y prácticas bien orientados y adaptados;

38.
Señala que la crisis económica y las denominadas medidas de austeridad están suponiendo una reducción de las medidas de igualdad entre hombres y mujeres y constituyen un obstáculo adicional para la aplicación del principio de igualdad de género, en particular con respecto a la pérdida de empleo, el acceso a nuevos puestos de trabajo y el aumento de la inseguridad para la las mujeres, lo que unido al hecho de que el empleo masculino tiende a recuperarse más rápidamente que el femenino, está repercutiendo muy negativamente en el empleo femenino en el sector de los servicios y en sus carreras y pensiones; pide a la Comisión que recoja datos sobre el impacto de las medidas de austeridad sobre las mujeres en el mercado laboral, con especial énfasis en el sector de los servicios; hace hincapié en la necesidad de un mayor reconocimiento de la interdependencia de los asuntos sociales y económicos, dado que una mayor atención a los asuntos sociales es un prerrequisito para tratar de manera efectiva las desigualdades de género; 

39.
Señala que, según La Quinta Encuesta Europea Sobre Las Condiciones De Trabajo, publicada en abril de 2012, el 18 % de los trabajadores afirma carecer de un equilibrio entre el trabajo y la vida privada; insiste en la necesidad de contar con políticas adecuadas de conciliación de la vida familiar y laboral y pide, en particular, un aumento de los servicios sociales públicos e instalaciones para prestar servicios de cuidado de menores y otras personas dependientes gratuitos y de calidad, compatibles con la conciliación de la vida laboral, familiar y privada, tanto en las zonas rurales como en las urbanas; subraya que la puesta a disposición de centros de atención también contribuirá a reducir la pobreza entre las mujeres y les permitirá acceder a un empleo;

40.
Subraya que la participación e implicación activa de los hombres en las medidas de conciliación, como el trabajo a tiempo parcial, es crucial para lograr la conciliación de la vida laboral y privada, ya que tanto las mujeres como los hombres podrían beneficiarse de políticas de empleo respetuosas con la familia y del reparto equitativo del trabajo no remunerado y de las responsabilidades en el hogar; pide a la Comisión y a los Estados miembros que adopten medidas políticas decisivas para luchar contra los estereotipos de género y alentar a los hombres a compartir por igual las responsabilidades  domésticas y de cuidado de los hijos , en particular, a través de incentivos para que los hombres tomen permisos parentales y de paternidad, lo que fortalecerá sus derechos como padres, garantizará un mayor grado de igualdad entre hombres y mujeres y una distribución más apropiada de las responsabilidades familiares y domésticas, y mejorará las oportunidades de las mujeres de participar plenamente en el mercado laboral; sugiere que los Estados miembros apliquen correctamente la Directiva 2010/18/UE
 del Consejo sobre el permiso parental, a través de medidas tanto legislativas como de educación sobre la igualdad de género;

41.
Pide a la Comisión y al Consejo que adopten un plan de acción para alcanzar los objetivos de Barcelona en relación con la provisión de servicios de cuidado de menores, y que establezcan  un calendario para aumentar progresivamente los niveles objetivo; 

42.
Hace hincapié en las oportunidades limitadas que tienen las mujeres para adaptarse a las exigencias de los mercados laborales del mundo moderno, altamente globalizado, en el que el rasgo principal de un trabajador es la movilidad y la facilidad para cambiar de lugar de residencia con el fin de ocupar un puesto, lo que normalmente es imposible en el caso de las mujeres, que están más implicadas en el cuidado de los hijos y el hogar, por lo que no pueden aprovechar al máximo las ofertas del mercado laboral;

43.
Urge al Consejo a que desbloquee la adopción de la modificación de la Directiva sobre las trabajadoras embarazadas aceptando la flexibilidad propuesta por el Parlamento Europeo para que Europa pueda avanzar en la protección de los derechos y la mejora de las condiciones de trabajo de las trabajadoras embarazadas o que hayan dado a luz recientemente; subraya, en este sentido, la importancia de la protección efectiva de la maternidad y la paternidad mediante la lucha contra i) el despido del trabajo durante o después del embarazo, ii) la reducción salarial durante la baja por maternidad y iii) la degradación de categoría en el puesto de trabajo o de la remuneración al volver al trabajo; hace hincapié en la necesidad de garantizar que las trabajadoras atípicas de las empresas, como sustitutas, autónomas y otras trabajadoras temporales, se puedan beneficiar de los derechos en la medida en  que se refleje la contribución al trabajo de cada trabajadora en el período que abarca hasta el embarazo y el parto, y que garantice la mayor igualdad de trato posible con respecto a las compañeras con contrato fijo del sector de que se trate;

44.
Pide a la Comisión y a los Estados miembros que, respetando plenamente el principio de subsidiariedad y previa consulta con los interlocutores sociales, elaboren estrategias para el establecimiento de normas mínimas en el sector de los servicios, incluidos los contratos regulares y la negociación colectiva y que procuren hacer frente a  las consecuencias negativas de la segregación horizontal y vertical; 

45.
Hace hincapié en la necesidad de combatir todas las formas de violencia contra las mujeres en el sector de los servicios, en particular la violencia económica, el acoso psicológico y sexual en el trabajo, los abusos sexuales e incluso la trata de seres humanos

46.
Subraya la necesidad de que la Comisión y los Estados miembros garanticen que las condiciones de trabajo de las mujeres (la dificultad y los riesgos del trabajo efectuado así como el entorno de trabajo) en el sector de los servicios, sean conformes a la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo, adoptada en junio de 1998 y con los convenios fundamentales específicos de la OIT;

47.
Pide a los Estados miembros que tomen medidas contra el uso abusivo de servicios de atención personal como masajes y sauna, para encubrir servicios de índole sexual si éstos son ejercidos bajo coacción y controlados por redes de trata de seres humanos;

48.
Pide a la Comisión y a los Estados miembros que garanticen la protección de los derechos laborales y sociales del elevado número de trabajadores que ejercen la movilidad en el sector de los servicios y que luchen contra todo tipo de explotación y contra el riesgo de exclusión social, garantizando al mismo tiempo un acceso fácil a la información sobre los derechos de los trabajadores; hace hincapié en que la movilidad debe ser voluntaria;

49.
Subraya la necesidad de promover itinerarios de formación inicial y continua para las mujeres, que sean específicos y coherentes con el objetivo de desarrollar las competencias científicas y técnicas necesarias para su incorporación al mundo laboral y desarrollar una carrera;

50.
Observa que, si bien está aumentando el número de mujeres que utilizan ordenadores y navegan por Internet de manera elemental, la brecha digital en términos de habilidades continúa siendo importante, lo que restringe el acceso de las mujeres a las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) y dificulta las posibilidades de las mujeres para buscar y encontrar trabajo cualificado y, en consecuencia, aumenta las desigualdades dentro de los hogares, las comunidades, los mercados de trabajo y la economía en general; pide, por tanto, que se realicen esfuerzos para fomentar la incorporación de las mujeres a la utilización de las nuevas tecnologías dándoles acceso prioritario a cursos gratuitos de formación; pide a los Estados miembros y a las Regiones que elaboren cursos de formación gratuitos en informática a través de proyectos financiados por el Fondo Social Europeo (FSE), brindando así a las mujeres la posibilidad de adquirir nuevas habilidades técnicas en los ámbitos relativos a las nuevas tecnologías y a la informática, ofreciendo de este modo mejores oportunidades para el empleo femenino en el sector de los servicios; pide a los gobiernos que aprueben políticas (como campañas de promoción y becas específicas) destinadas a aumentar las matrículas de mujeres estudiantes en cursos de tecnología de la información y comunicaciones;

51.
Pide un mayor diálogo social y la participación de los representantes de los empresarios y los trabajadores a la hora de establecer las prioridades de la UE en el sector de los servicios en lo que respecta a la protección de los derechos sociales y laborales, las prestaciones por desempleo y los derechos de representación.

52.
Encarga a su Presidente que remita esta Resolución al Consejo, a la Comisión y a los Gobiernos de los Estados miembros.
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